DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA EDUCATIVA SEGUN LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: CUESTIONES A TENER EN CUENTA
0. INTRODUCCIÓN

Durante los últimos años el Tribunal Constitucional ha sido el encargado de concretar materia por materia la competencia sustantiva que le corresponde al Estado y a cada una de las Comunidades Autónomas, y perfilar en concreto la distribución competencial entre ellos.

En estas páginas y de una manera breve se va a intentar resumir la normativa y los pronunciamientos del TC en el ámbito educativo, de manera que podamos realizar una primera aproximación a los ámbitos competenciales estatales y autonómicos en esta área.


La educación es una materia compartida entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 


La Constitución, de un lado, concretamente los artículos 149.1.30 y 27 de la Constitución establecen cuáles materias son de exclusiva competencia del Estado; 
el Estatuto de Gernika, por otro lado, reconoce en  su artículo 16, competencia exclusiva a la CAPV en materia educativa, “en aplicación de lo dispuesto en la Disposición Adicional Primera”, esto es, los derechos históricos, y “en toda su extensión, niveles, grados, modalidades y especialidades”.  


Un análisis por exclusión respecto de las competencias estatales nos permitirá, así, conocer el ámbito competencial autonómico. Dicho de otra forma, con excepción de aquellos aspectos que sean competencia del Estado como consecuencia de su reserva expresa en los artículos citados de la Constitución, el resto de las competencias en materia educativa corresponde a la CAPV. Comencemos de esta manera por enunciar aquellas:
1. COMPETENCIAS EXCLUSIVAS DEL ESTADO EN MATERIA EDUCATIVA (ART. 149.1.30 CE)

Las competencias que en materia de educación corresponden al Estado con carácter exclusivos son las siguientes (STC 48/1985; STC 6/1982):
a) ORDENACIÓN GENERAL DEL SISTEMA EDUCATIVO

b) FIJACIÓN DE LAS ENSEÑANZAS MÍNIMAS

c) TITULOS: Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales

d) ESTABLECIMIENTO DE LAS NORMAS BÁSICAS para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, donde se desarrolla el derecho fundamental a la educación, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos y la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y el desarrollo de los deberes constitucionales
e) La ALTA INSPECCIÓN del sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes


A estas competencias exclusivas propias del ámbito educativo hemos de añadir lo dispuesto en el artículo 149.1.18 respecto a  Las BASES DEL REGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL REGIMEN ESTATUTARIO DE SUS FUNCIONARIOS;  y lo que respecta al REGIMEN JURÍDICO DEL CASTELLANO COMO LENGUA OFICIAL (ART. 3 CE), 
2. COMPETENCIA AUTONOMICA EN MATERIA EDUCATIVA


Por lo que respecta a la Comunidad Autónoma del País Vasco la competencia educativa viene establecida en el artículo 16 de su Estatuto de Autonomía de una manera muy amplia,«En aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Constitución» es competencia de la CAPV «la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades», sin perjuicio de las competencias estatales en las materias más arriba señaladas.


A este título competencial hemos de añadir El REGIMEN ESTATUTARIO DE LOS FUNCIONARIOS DEL PAIS VASCO (Artículo 10.4 del Estatuto), sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.18 CE; así como EL REGIMEN JURÍDICO DEL EUSKARA COMO LENGUA COOFICIAL (Artículo 6 del Estatuto)
3. PRONUNCIAMIENTOS DEL TC EN MATERIAS CONCRETAS

A continuación vamos a intentar resumir de la manera más breve posible el contenido de la doctrina del TC en materias concretas donde se ha pronunciado sobre la distribución competencial entre el Estado y las CCAA:

3.1 ENSEÑANZAS MINIMAS (STC 87/1983 y STC 88/1983):


<Objeto de la competencia estatal en materia de enseñanzas mínimas: El Estado ostenta competencia exclusiva para fijar el contenido concreto de los bloques temáticos  de los distintos niveles de enseñanza y para establecer los horarios mínimos que han de dedicarse a tales enseñanzas.


La finalidad de la competencia estatal relativa a enseñanzas mínimas radica en «conseguir una formación común en un determinado nivel de todos los escolares, sea cual sea la Comunidad Autónoma a que pertenezca».


Para el cumplimiento de dicha finalidad al Estado le corresponde concretar los bloques temáticos y la fijación de horarios mínimos «que se  consideren necesarios para su enseñanza efectiva y completa, atendiendo al rendimiento escolar medio».


La regulación de los horarios mínimos que se establezca el Estado debe permitir «una enseñanza eficaz» del castellano y de la lengua oficial en la CCAA.

Corresponde, sin embargo, a las CCAA respectivas «la regulación de la enseñanza de otras lenguas oficiales»

3.2 EXPERIMENTACIONES EDUCATIVAS (STC 38/1992)


 «Las competencias del Estado en materia de enseñanzas mínimas y de ordenación general del sistema educativo son las mismas en el régimen ordinario y en el extraordinario de la enseñanza», es decir, también se extiende al ámbito de las experimentaciones educativas.

Las CCAA sin embargo pueden llevar a cabo libremente experimentaciones que no afecten a las materias en que el Estado ostente competencia; e incluso podrá realizar experimentaciones que las alteren, si bien, en este último supuesto, la homologación de estudios y títulos sólo podrá pretenderse si se cuenta con la aprobación del Estado. 


El TC se ha mostrado contrario a la posibilidad reclamada por las CCAA de establecer un régimen de autorizaciones previo en el ámbito de las experimentaciones educativas sobre la base de unos criterios previa y abstractamente establecidos, y ha entendido que «el establecimiento de un régimen de aprobaciones singulares es el único compatible con la naturaleza del objetivo de la autorización y el único, además, respetuoso con la competencia del Estado respecto de las materias sobre las que  la experimentación aprobada está llamada de algún modo a incidir».


El TC tampoco considera vulneración de las competencias de la CAPV en el ámbito educativo la posibilidad del Ministerio de Educación y Ciencia de llevar a cabo experimentaciones educativas sobre materias de competencias del País Vasco en todo el territorio del Estado, es decir, también en la CAPV.

3.3 LA ALTA INSPECCIÓN DEL ESTADO EN MATERIA DE ENSEÑANZA NO UNIVERSITARIA (STC 2/1982)


La Alta Inspección en materia de enseñanza no universitaria corresponde al Estado. La Inspección Técnica, sin embargo, es competencia de la CAPV.


En este sentido el TC ha establecido que «no pueden confundirse los respectivos fines de ‘inspección técnica’ y ‘Alta Inspección’, ni duplicarse la acción administrativa de aquélla, así como tampoco vaciar de contenido, so pretexto de inspección, las competencias transferidas» en materia educativa.


La finalidad de la Alta Inspección no es otra sino garantizar «exclusivamente el cumplimiento y garantía de aquellas facultades atribuidas al Estado» en el artículo 149.1.30 CE. Estas facultades se concretan en:
a) Garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho de educación en todo el Estado.
b) Garantizar una ordenación general del sistema educativo mediante el establecimiento de las normas básicas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos.


Estas facultades del Estado cuyo cumplimiento debe garantizar la Alta Inspección tienen un contenido de carácter sustancialmente normativo y no cabe –por vía de inspección- extenderla a otras competencias ejecutivas que no sean las de fiscalización del cumplimiento de los contenidos normativos y las inherentes a dicha fiscalización.

Ya más en concreto, el TC ha declarado constitucional la facultad de la Alta Inspección del Estado para requerir a los órganos competentes de la CCAA el cese de una actuación que hubiera dado lugar a acta de infracción, así como para que adopten las medidas necesarias para corregir dicha infracción, o incluso para imponer, si procede, la sanción correspondiente. 

El TC, en igual sentido, entiende que la Alta Inspección puede ejercerse legítimamente para velar por el respeto a los derechos lingüísticos (entre los cuales está, eventualmente, el derecho a conocer la lengua peculiar de la propia CCAA) y en particular el de recibir enseñanza en la lengua del Estado.


«La Alta Inspección requiere y debe aceptar una colaboración con la Administración Autonómica compatible con el respeto de las funciones legislativas, ejecutivas y de garantía del propio ordenamiento autonómico».
3.3 TITULOS ( STC 122/1989 y 147/1992
; RJ 18/99 )

Es competencia del Estado la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales (Art. 149.1.30 CE). 

Esta competencia estatal persigue dos finalidades:

a) Preservar el principio de igualdad consagrado en el artículo 14 CE a fin de garantizar el mismo valor a todos los títulos obtenidos en cada nivel, ciclo o especialidad y evitar que se pueda tratar desigualmente a los ciudadanos en función de la Escuela en la que han obtenido el título; 

b) Garantizar el derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos


Respecto a la expedición de los títulos académicos y profesionales debemos proceder a realizar una distinción en función de si se trata de enseñanzas establecidas por la LOGSE (también conocidas como Enseñanzas Regladas) o si se trata de enseñanzas no incluidas en la LOGSE (también denominadas Enseñanzas No Regladas):


a) Enseñanzas Regladas: La expedición de títulos académicos y profesionales correspondientes a las enseñanzas establecidas por la LOGSE
 impartidas en centros educativos del ámbito de la CAPV ha sido objeto de transferencia, operada mediante el Real Decreto 1948/1996, de 23 de agosto, por lo que a partir de dicha fecha es competencia de la CAPV.
Sin embargo, procede realizar una matización respecto de la expedición de títulos anteriores a la LOGSE dado que corresponde al Estado esta función, en virtud de lo dispuesto en el RD 1564/1982, de 18 de junio
, toda vez que en esta materia la LOGSE mantuvo su vigencia.

b) En el ámbito de las enseñanzas no regladas
, corresponde a la comunidad autónoma vasca la expedición de los correspondientes diplomas si bien recuerda que la homologación con las enseñanzas regladas corresponde al Estado.


Por último, una referencia a los Títulos extranjeros. En este ámbito procede distinguir:
a) La homologación y convalidación de títulos extranjeros no universitarios a efectos académicos: La competencia para resolver las solicitudes en esta materia corresponde al Estado, según lo establecido en los Reales decretos 104/1988, de 29 de enero y RD 806/1993, de 28 de mayo.

b) El reconocimiento de títulos y certificados a efectos del ejercicio de una profesión, es decir el reconocimiento de títulos universitarios y formaciones profesionales, El procedimiento de reconocimiento ha sido regulado por sendas Directivas Europeas que han sido traspuestas al ordenamiento del Estado
. En este ámbito debemos distinguir a su vez:
a. 
El reconocimientos de títulos de enseñanza superior de duración mínima de tres años corresponde al Estado

b. El reconocimiento de títulos y certificados de las formaciones profesionales corresponde a la comunidad autónoma vasca, si bien en los supuestos en que se requiera un período de prácticas de adaptación o una prueba de aptitud a superar, le corresponderá al Estado fijar los criterios generales a que se atendrán las materias sobre las que versará la prueba de aptitud.

3.4 DERECHOS LINGÜÍSTICOS Y NORMALIZACIÓN LINGÜÍSTICA EN EL ÁMBITO EDUCATIVO ( STC 337/1994 )

La doctrina de TC y la Jurisprudencia del Tribunal Supremo respecto a la exigencia de la lengua propia de la CCAA en el procedimiento de acceso a la función pública puede resumirse de la siguiente manera (STC 82/1986;46/1991, de 28 de febrero; STS 392/2000, de 26 de enero; STSJPV 785/2003, de 24 de octubre): 
a) El principio general es que  el conocimiento de la lengua oficial propia de la correspondiente CCAA puede ser valorado como mérito no eliminatorio para la obtención del puesto de trabajo en la Administración Autonómica de que se trate. 
b) Como excepción se establece que para concretas y determinadas plazas, los poderes públicos pueden darle carácter eliminatorio o excluyente a la prueba del conocimiento del idioma oficial de la respectiva CCAA. La finalidad de esta excepción al principio general de la consideración como mérito no excluyente es la de proveer a la Administración de personal que hable la lengua vernácula, como modo de garantizar el derecho a usarla por parte de los ciudadanos de la respectiva Comunidad;

c) La Jurisprudencia entiende que no se cumple la finalidad mencionada en aquellas plazas que no estén directamente vinculadas a la utilización por los administrados de la lengua de su Comunidad y que debe reservarse esta excepción para aquellas plazas en las que la imposibilidad de utilizarla pueda producir una perturbación importante en su derecho a usarla cuando se relaciona con la Administración. 

d) El cumplimiento o no de la finalidad que justifica la aplicación de la excepción ha de valorarse en cada caso, en atención a las funciones que el funcionario haya de realizar en la plaza.

e) Semejante exigencia, no obstante ha de estar subordinada al principio de proporcionalidad que proclama el artículo 103 CE, puesto que sería contrario al derecho de igualdad en el acceso a la función pública exigir un nivel de conocimiento de la lengua cooficial que no guarde relación con las necesidades que demande el puesto cuya cobertura se convoca.



Si bien los párrafos anteriores vienen a resumir la doctrina general respecto a la consideración que ha de atribuirse al conocimiento de la lengua propia de la Comunidad en el acceso a los cargo y funciones públicas, la Sentencia 337/1994 del Tribunal Constitucional supuso una evolución positiva desde el punto de vista autonómico competencial en materia de normalización lingüística, cuya doctrina pasamos a resumir: 


· Conclusión principal: El TC declara conforme a la Constitución la opción de la CACAT de declarar el catalán lengua vehicular de la enseñanza, imponiéndola como tal en la enseñanza no universitaria de manera obligatoria y sin solución alternativa que permita, a los que así lo decidan, elegir el castellano como lengua docente.
·  En los «territorios dotados de un estatuto de cooficialidad lingüística» en los que el uso por los particulares, a su elección, de una de las dos lenguas oficiales «tiene efectivamente plena validez jurídica en las relaciones que mantengan con cualquier poder público radicado en dicho territorio»…” (STC 82/1986, FJ 3º)(FJ 6º)
· El régimen de cooficialidad lingüística impone,  de un lado, el mandato para todos los poderes públicos, estatal y autonómico, de fomentar el conocimiento y asegurar la protección de ambas lenguas oficiales en el territorio de la Comunidad. De otro, que los poderes públicos deben garantizar, en sus respectivos ámbitos de competencia, el derecho de todos a no ser discriminado por el uso de una de las lenguas oficiales en la CCAA. (FJ 6º)
“…corresponde al Estado velar por el respeto de los derechos lingüísticos en el sistema educativo y, en particular, «el de recibir enseñanza en la lengua oficial del Estado»

· Las lenguas cooficiales «han de ser enseñadas en los Centros escolares de la Comunidad con la intensidad suficiente que permita alcanzar este objetivo». 

· Régimen del castellano: “la Norma fundamental establece para todos los españoles el deber de conocerlo y el derecho a usarlo, asegurando así un conocimiento efectivo que les permite dirigirse a todos los poderes públicos «con plena validez jurídica» (STC 82/1986) y, de igual modo, comunicarse de forma directa con los demás ciudadanos en cualquier lugar del territorio nacional…”
“…el contenido del deber constitucional de conocimiento del castellano no puede generar un pretendido derecho a recibir las enseñanzas única y exclusivamente en castellano…” 
El deber constitucional de conocer el castellano (art. 3.1 CE: “presupone la satisfacción del derecho de los ciudadanos a conocerlo a través de las enseñanzas recibidas en los estudios básicos”.
· Contenido del derecho constitucional a la educación: Del artículo 27 no “se desprende el derecho a recibir la enseñanza en sólo una de las dos lenguas cooficiales en al CCAA, a elección de los interesados…”

“…el derecho a la educación que la CE garantiza no conlleva que la actividad prestacional de los poderes públicos en esta materia pueda estar condicionada por la libre opción de los interesados de la lengua docente. Y por ello los poderes públicos –el Estado y la CCAA- están facultados para determinar el empleo de las dos lenguas que son cooficiales en una CCAA como lenguas de comunicación en la enseñanza, de conformidad con el reparto competencial en materia de educación…”

· El régimen de la cooficialidad lingüística respecto del artículo 139.1 CE:  “no contradice el principio de igualdad de los españoles en todo el territorio nacional, recogido por el art. 139.1 CE
· El modelo de conjunción lingüística: “…es constitucionalmente legítimo en cuanto responde a un propósito de integración y cohesión social en la CCAA, cualquiera que sea la lengua habitual de cada ciudadano. Al igual que es legítimo que el catalán…sea el centro de gravedad de este modelo de bilingüismo, siempre que ello no determine la exclusión del castellano como lengua docente de forma que quede garantizado su conocimiento y uso en el territorio de la CCAA…”. Este modelo exige “que los poderes autonómicos, para lograr la plena adaptación e integración de los estudiantes al sistema educativo, han de ofrecerles los medios de apoyo”
· Derechos de los ciudadanos frente a los poderes públicos respecto a la incorporación al sistema educativo en las CCAA donde exista un régimen de cooficialidad lingüística: “…es evidente que quienes se incorporan al sistema educativo en una CCAA donde existe un régimen de cooficialidad lingüística han de recibir la educación en un lengua en la que puedan comprender y asumir los contenidos de las enseñanzas que se imparten…” “…resulta esencial que la incorporación a la enseñanza en una lengua que no sea la habitual se produzca bajo el presupuesto de que los ciudadanos hayan llegado a dominarla, cuando menos en la medida suficiente para que su rendimiento educativo no resulte apreciablemente inferior al que hubieran alcanzado de haber recibido la enseñanza en su lengua habitual…”

Respecto a quienes ya han cursado estudios en una CCAA donde sólo el castellano es materia obligatoria y pasan a integrarse en los Centros educativos de otra CCAA donde existe un régimen de cooficialidad lingüística del mencionado principio se deriva una exigencia adicional para los poderes autonómicos: la de establecer medidas de carácter flexible a una ordenación legal de la enseñanza para atender estas especiales situaciones personales. Pues de lo contrario, es claro que podría quedar afectada la continuidad de los estudios en todo el territorio del Estado por razón de la lengua, con evidente vulneración del derecho a la educación garantizado por el artículo 27…”

· Sobre la necesidad de acreditar un “conocimiento suficiente” de la lengua propia de la CCAA como requisito para la obtención del graduado escolar: “…si el catalán ha de constituir materia de enseñanza obligatoria en la CCAA de Cataluña, por ser lengua cooficial en su territorio…no cabe excluir ulteriormente sin incurrir en contradicción un resultado que se deriva de la enseñanza de esta lengua, como en su «conocimiento suficiente» al finalizar la EGB

· Sobre “hacer de la lengua catalana vehículo de expresión normal en las actividades internas del centro educativo, como en las de proyección externa”: “…el deber que se contiene en el precepto cuestionado se vincula directa y exclusivamente con la finalidad de normalización del uso del catalán, que deben asumir y hacer realidad los centros docentes situados en Cataluña; y el adjetivo normal que emplea el art. 20 de la Ley en relación con los fines que ésta pretende alcanzar, sólo indica el carácter de lengua usual o habitual que se quiere otorgar al catalán en las actividades oficiales de los centros docentes. El significado del precepto impugnado …no entraña en modo alguno que el catalán haya de ser utilizado como lengua única en las relaciones de los ciudadanos con los Centros docentes situados en Cataluña, ni en las de éstos con aquéllos, con el consiguiente desconocimiento o exclusión del castellano.
4. COMPETENCIA DE LA CAPV EN MATERIA DE FUNCIÓN PÚBLICA DOCENTE:


La Ley 2/1993 de 19 de febrero creó cuerpos docentes propios de la CAPV. Esta Ley partió de la normativa básica del Estado en materia de función pública que queda reflejado en tres principios:

a) Las estructuras de cuerpos que regula se corresponden en todo caso con las que se establecen en la legislación básica del Estado

b) Para la provisión de plazas vacantes en los centros docentes de enseñanza se prevén concursos de ámbito estatal y de ámbito estrictamente autonómico.

c) Se establece la garantía de igualdad de derechos y deberes del personal docente de la CAPV y del personal docente de otras Administraciones que provea plazas vacantes en los centros de enseñanza del PV.

(Se puede hacer un resumen del contenido de la norma más detallado o vale con esto???)
� Enseñanzas establecidas por la LOGSE o enseñanzas regladas) son: enseñanzas en régimen general, enseñanzas en régimen especial y enseñanzas de idiomas


� Este RD 1564/1982, de 18 de junio se encuentra desarrollado por Orden de 24 de agosto de 1988 del Ministerio de Educación y Ciencia.


� Enseñanzas no regladas:  aquellas no incluidas en el régimen educativo común y que no han sido reguladas por una normativa específica en el aspecto docente. Ej. Cursos que se imparte en el marco de la formación ocupacional


� RD 1665/1991, de 25 de octubre,  y RD 1696/1995, de 4 de agosto





�Sobre este particular se pronunia un voto particular


�No hemos encontrado una sentencia que aborde directamente este título competencial en relación a las enseñanzas regladas o del régimen general (quizá porque no ha habido controversias sobre la misma), sin embargo, si se pronuncia sobre la distribución competencial en materia de títulos al abordar cuestiones conexas como las enseñanzas  no regladas (STC 147/1992), las profesiones tituladas (STC 122/1989 )


� Esta competencia es reclamada por la CAPV


�Establece un modelo en función del derecho al ciudadano a utilizarlo


�¿Podemos decir que se pasa a un modelo de lengua cooficial, sin perjuicio de la demanda efectiva existente, superando así el modelo anterior?
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